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Capítulo VIII

EL INSTITUTO DE LA EXPROPIAC/ON
EN LA PROVINCIA DE SANTA FE

DECIO F. ULLA

Y ENRIQUE SÁNCHEZ GAMBÚW

1.-lntroducdón

El 19 de septiembre de 1974 el P. E. de la Provincia de
Santa Fe, mediante Mensaje N? 155, remitió a las HH. CC.
Legislativas el proyecto de ley general de expropiación ten-
diente a reemplazar el articulado en vigor en aquel entonces
-ley N? 3552- que regía desde 1949, para mejorarlo, co-'
rregírlo, perfeccionarlo y salvar omisiones advertidas en su
estructura, a fin de adecuarlo a las necesidades de la hora.

El proyecto fue sancionado definitivamente por la Legis-
latura el 21 de agosto de 1975, promulgándose la ley N? 7534,
POi" decreto N? 3125, el 5 de septiembre del mismo año. La
ley reemplazada, a su vez, había sustituido el régimen de
1867 que seguía los lineamientos de la ley nacional N? 189 de
1866. Rigió durante veintiséis años y algunos días/puesto que
su sanción acaeció el 5 de agosto de 1949, promulgándose el
14 de ese mismo mes y año.

E! 2 de diciembre de 1976 el Ministro de Justicia elevó
al Presidente de la Nación el proyecto de ley por el que se
propiciaba la modificación del régimen legal que regía en
materia de expropiaciones, incorporando la reglamentación
de todo lo atinente a la retrocesión, a la expropiación irre-
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guIar y a la ocupación temporal. Dicho proyecto fue san-
cionado y promulgado el 17 de enero del corriente año y
publicado en el Boletín Oficial el 21 del mes citado. La ley
N9 21.499 deroga a su antecesora N? 13.264 de 1948 y suce-
sivas modificatorias. Esta última, como se advierte, rigió
durante casi treinta años y podríamos decir que influyó so-
bre la mayoría de las leyes provinciales que se dictaron des-
pués de su aprobación. El antecedente de todas ellas "resultó
ser el proyecto de ley de expropiación elaborado en 1938 por
la Sección de Derecho Constitucional del Instituto Argen-
tino de Estudios Lezislativos. Por eso pudo decir A. WALTER
VILLEGA.S,con toda -razón, que "ese proyecto fue la fuente
de las disposiciones dictadas desde entonces tanto por la
Nación como por las Provincias. Mutilado a veces; alterado
otras; adoptado en ciertos casos sin variación el texto de
alzunos artículos, los órganos legislativos, siempre lo tuvie-
ro-n en cuenta; expresando, en ocasiones, que tal estudio
había inspirado las soluciones aconsejadas". La Sección de
Derecho Constitucional del Instituto mencionado estaba in-
tegrada por RODOLFORI\'.\ROLA, JUSTO BERGADÁ¡VIUJICA,SAL-
VADOR¡VI.DAÑ..\'MD:'lTAÑÜ;OSCARDÍAZ DE VIVAR,FAUSTINOJ.
LEGÓN, FEaNANDO LEGÓN, SEGUNDOV. LINARES QUINTANA,
RODOLFOREYNA Y A, WALTER VILLEGAS(VILLEGAS BASAVIL-
BASO,BENJAMÍN. Derecho Administrativo, TEA, Bs. As" 1956,
tomo VI, p, 348, nota 6; l.A.E.L" pub!. N9 S, Secc.tDer. Consto
N9 2, Expropiación por causa de utilidad pública, Es. As.,
1939, p. 9).

Cabe puntualizar que en la Provincia de Santa Fe, en
el período 1973-1976, el Poder Ejecutivo envió a la Le-
gislatura otros diversos proyectos propiciando, de un lado,
la adecuación de la legislación positiva ordinaria a las nor-
mas constitucionales de 1962 y, de otro, la reglamentación
de institutos previstos por éstas que todavía no habían al-
canzado su consagración en normas primarias.

En el tema que nos ocupa los proyectos versaban sobre
requisiciones civiles, indemnización de los ,<;aqificios im-
puestos a los derechos patrimoniales de los particulares, re-
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paración económica que corresponde a las víctimas de erro-
res judiciales penales y, finalmente, responsabilidad patri-
monial de los funcionarios y meros dependientes por daños,
con inclusión de la responsabilidad patrimonial admínís-
trativa de aquéllos por perjuicios causados a la Provincia y
demás entes públicos menores, territoriales o no territoria-
les, responsabilidad contable -remitida a la Ley de Conta-
bilidad- y responsabilidad civil hacia terceros de los fun-
cionarios y meros dependientes de la Provincia y de los entes
públicos menores.

Con los proyectos relativos a expr9P.illcióD por causa de
interés general y requisiciones "civÜes se procuró legislar,
orgánicamente toda la materia concerniente a las~s
principales de sacrificios de derechos privados constituidos,
por las apropiaciones forzosas, permanentes o temporales,
de b!~nis, [la~Ei~~~I¡:a~~~_ª~ p-rC!P¡~~§,p~·Tva¿f~,,~R~or J~~~i~

. de los entespúblicos, q~Il.Q.~~_~~.nun poder de apropiación
\ concecfId? P9r_1.ªJ~Y-,_.,."- ", ..

Esta legislación se completaba con la proyectada sobre los
sacrificios especiales impuestos a los derechos patrimoniales
de los particulares autorizados por las leyes que no prevén,
como a menudo sucede, la indemnización por el daño eco-
nómico ocasionado al titular del interés tutelado, que algu-
nos consideran responsabilidad del Estado por actos légis-
lativos.

Se resolvía de esta manera un fundamental problema,
disipándose toda duda al respecto, a fin de evitar cual-
quier situación injusta en el futuro, no obstante que la doc-
trina prevaleciente en la actualidad, reaccionando contra
las negativas del pasado, acoge, con diversos argumentos,
la solución positiva.

Por variadas razones, que no es del caso enumerarlas
aquí. sólo se convirtieron en leyes los proyectos reglarnen-
tarios de los arts. 15, 2~parte y 9, 6~ parte, de la Constitu-
ción, relativos a expropiación y reparación económica a las
víctimas de errores judiciales penales (ley N~ 7685, sancio-
nada el 31 de octubre de 1975).

•
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2. _ Limitaciones, sacrificios y conversión.
(indemnización) de los derechos subjetivos

"

" .
..•• f" Sabido es que el particular, persona física o juri~ica, en

el moderno Estado de Derecho se presenta frente a este co-
titular de una esfera jurídica tutelada por el derechorno ., O

objetivo para la realización de sus propiO.s mtereses. sea,
titular de una serie de derechos e mtereses sobre los

que es . ., 1 . id d
ales interfiere necesariamente el eJerCICIO de a acnvi a

~~ministrativa en distinto modo y medida, para la reali-

zación de sus fines. .
La incidencia de la acción administrativa sobre dicha es-

fera de los particulares con los cu.ales se relacio~.a I.a ~:~
ministración -por tanto sujetos pasivos de la relaclOn Jun 1

ca-administrativa 'porque frente a ellos se ejerce~ ~otestades
propias de aquélla- puede importar efectos pO.~I~IVOS,cuan-
do se imponen al individuo deberes de prestaclOn de cosas
(dar) y de actividad (hacer), y negativos, cuando e~EstadO

lo limita v comprime. .
Este último efecto da lugar a lo que la doctrina den~~I~a

los fenómenos jurídicos' de las limitaciones, de los ~acnflc!O~

de la conversión de los derechos subjetivos ptébllcos de 11-y . r
bertad (o de libertad civil, que entran en la mas a~p la :a-
teaoría de los derechos de la personalidad, llamados tarnbíén

. '" . I ce a losfundamentales porque el ordenamiento os recono
sujetos jurídicos como atributos esenciales de la pe.rsona,
constituyendo su objeto la tutela de ésta en s~s cu~hdades
esenciales de vida y su único presupuesto la eXIstencIa ~e la
misma), de los cuales, los que están expresamente prevIsto~
por la Constitución toman el nombre de libertades consti-
tucionales, absoltltos, en cuanto ejercitables erga omnes ~por
eso incluso contra el Estado) Y primarios, en tanto ~env~n

dl'rectamente de la necesidad de una ordenada convlVenc:a
I ., . as

social. Están caracterizados, de acuerdo a ~ opiruon m
común, por un contenido negativo que consiste en la pre-

.i

~.

1
\
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tensión de que la autoridad pública no intervenga ilegíti-
mamente en la esfera privada del individuo, obstruyendo
impidiendo o turbando la realización de determinados actos
a .través de la oposición de obstáculos de forma contraria
a la permitida expresamente por las normas o de la impo-
sición de restricciones irrazonables a su ejecución .

Estos derechos atribuyen a todos los habitantes de la
Nación, es decir, a todo hombre en cuanto tal, una esfera
de libertad o independencia frente al Estado, en el ejercicio -
de una actividad, el que correlativamente resulta oblizado

, a abstenerse de interferirla o violarla ilegítimamente. S~ di-
ferencian de las llamadas "libertades de hecho" por- cuanto
conceden una especial y directa tutela a determinad~s com-
portamientos individuales, que la reciente y aún la actual
experiencia histórica han señalado como los mayormente
suscepñbles de ser afectados por la actividad estatal.

Al respecto se ha dicho, con toda autoridad, que cae en
el ámbito de la ciencia del Derecho Constitucional sólo la
determinación precisa de los límites negativos puestos a la
intervención del Estado en la libre esfera de determinación- .
del individuo, mientras que corresponde, luego, a otras dis-
ciplinas jurídicas (Derecho Administrativo, Penal, etc.) es-
tudiar las normas detalladas que regulan positivamente-los
citados comportamientos.

En nuestra disciplina encontramos, por eso, un sinnúme-
ro de normas reguladoras de los comportamientos, tanto del
Estado--administración como del individuo v en el asunto
que es materia de nuestra exposición. adq~ieren singular
relevancia las manifestaciones de los derechos de libertad
que tienen contenido económico y, dentro de ellas, en espe-
cial, la libertad patrimonial. La importancia/de esta última
ha llevado a la doctrina. cuando de limitaciones y sacri-
ficios se trata, a considerar dos núcleos bien diferenciados
para destacar la incidencia de la función administrativa so-
bre ellos, de modo tal que, uno, comprende los derechos
personales, fundamentalmente los de libertad civil en se-
neral, con exclusión de los derechos patrimoniales; el otro,
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los derechos reales, prácticamente el derecho de propiedad.
La importancia señalada tiene su explicación si se compren-
de el aspecto funcional privado de la propiedad. Siguiendo
a BARBERO puede afirmarse que la propiedad, corno derecho
subjetivo privado, cumple con la función de dar al indivi-
duo la posibilidad de procurarle los medios económicos para
desplegar su propia personalidad humana. Es por eso mis-
mo que ninguna concepción jurídica puede abolirla entera-
mente, dado que ello significaría negar a la persona misma.

Parece obvio entonces, deduciéndose como conclusión de
lo hasta aquí afirmado, que cuando se utilizan en este ám-
bito las expresiones derecho subjetivo privado, propiedad
privada, etc., la calificación no va dirigida tanto a la clase
de derecho de que se trata, porque éste no puede ser más
que público, teniendo en cuenta que el respectivo interés
está tutelado en una relación de derecho público -en la
cual el Estado actúa corno poder, consecuentemente con su-
premacía, de allí sujeto activo de dicha relación- cuanto
a la titularidad del mismo.

En esta ocasión interesa sobremanera estudiar, aunque
sea sólo a grandes trazos, el fenómeno del sacrificio del de-
recho de propiedad, y la consiguiente indemnización (con-
versión del derecho sacrificado}, en directa e Íntima cone-
xión con las limitaciones y la respon~abilidad, habida cuen-
ta de que un sector muy importante de la doctrina iuspu-
blicista, pone de resalto las notorias diferencias que existen
entre tales institutos.

La acción de la Administración Pública da lugar a los
hechos más notables que operan sobre las situaciones jurí-
dicas subjetivas y dentro del preciso ámbito en que nos es-
tarnos moviendo el ejercicio de determinadas potestades
asume singular y preponderante relevancia. Por eso es que,
cuando la Administración Pública utiliza en 'el ejercicio de
su actividad dirigida a la consecución de sus fines, una po-
restad que el ordenamiento jurídico le confiere, con conte-
nido contrario a un derecho subjetivo del particular, re-
sulta innegable que éste se debilita o condiciona por su con-

... _.__._------_..•.•_---
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currencia y consiguiente subordinación con el interés pú-
blico el que, por ser prevalen te, necesariamente se sobrepone
al interés privado. El derecho debilitado, según la opinión
que parece preferible, es substancialmente un derecho sub-
jetivo y responde a la noción de agere licere, al cual, sin
embargo, la calificación de debilitado le azreza 'el carácter

'" '"de una substancial subordinación al interés público zeneral:
derecho, por tanto, y por ese su carácter, destinad; a cae;
o a quedar en suspenso cuando se encuentre en una situa-
ción de incompatibilidad con el interés público.

Este fenómeno de la debilitación del derecho implica para
el sujeto titular un daño económico, pero no se trata de
un daño antijurídico por cuanto, como fácilmente es dable
notar, no deriva de un acto ilícito sino que de un acto legí-
timo del Estado, en tanto, por supuesto, éste utilic~-Elpo-
testad que lE¡ha sido conferida dentro de los lín;ite~' esta-
b§cr6s"pcir las normas objetivas, principio cardinal e in-
excusable en el Estado de Derecho Que en la Provincia de
S~~.F~: .._c~~sÚiuye uno de los ~ri~cipios fundamentales
d~_.()!,ganización por cuanto el Estado debe someterse a las
P!'9PJ~s'ñormas jurídicas en cualquier campo de su activi-
dad y. los órganos que ejercen la potestad de gobierno, des-
em-peñar sus funci¿lnes're-;¡pectivas en las formas y con 10s
límites establecidos por la Constitución y las leyes dictadas
e~_~l!_cónsecüencia (arts. 1 y 2, Const. Prov.).
. En la hipótesis señalada no existe, ni puede sostenerse vá-
lidamente, la existencia de la violación de l/na esfera jurí-
dica ajena, en definitiva de un derecho sub jerivo del sujeto,
que es [tiente de responsabilidad para la Administración,
puesto que tanto la violacion como la responsabilidad pre-
suponen la ilicitud de la lesión que se ocasiona.

Hay, en cambio, sacrificio que es, por esto mr{mo, una
lesión jurídica que 'se infiere legítimamente a determinados
y concretos derechos subjetivos, fuente de un daño econó-
mico para el titular de éstos; daño que no es antijurídico,
porque no proviene de un hecho ilícito, sino que deriva de
un acto legítimo del Estado, en tanto éste use el poder con-

•
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Ierído dentro de aquellos límites. Este es, por otra parte, un
principio general que emerge del arto 1071, 1~ parte, del Có-
digo. Giyil,. puesto que el.eterc;icio regular; de un .derecho
propio o el cumplimiento de un deber legal nc puede cons-
tituir como ilícito ningún acto.

El sacrificio encuentra, por lo tanto, su ubicación en el
campo de la actividad administrativa legal; la responsabili-
dad, a su vez, en el ámbito del ejercicio ilícito de la función
administrativa, que viene a resultar así un aspecto del ejer-
cicio antijurídico de ésta, es decir cuando la Administración
excede el marco del derecho objetivo, entendiéndose por
responsabilidad la sujeción a los efectos reactivos del. orde-
namiento jurídico provenientes de la transgresión de un
deber anterior y cuyo objeto es el daño injustamente oca-
sionado por la violación, de parte del imputado, del deber
nrirnario de no lesionar.
. Dicha violación existe toda vez que 1a acción u omisión
lesiva es, por lo menos, culposa. El ordenamiento disciplina
contra ese ejercicio antijurídico una serie de medios de re-
acción brindando al lesionado la posibilidad. de reintegrar
su esfera jurídica violada.

Mientras que en el sacrificio existe inmolación del derecho
(sobre todo en la expropiación y en la requisición en pro-
l~iedad) en aras del interés público, en la responsabilidad
hav violación ilegal del interés protegido.

En ambos casos procede la compensación económica. En el
sacrificio, sin embargo, no constituye resarcimiento por cuan-
to el concepto técnico-jurídico de-éste presupone el de res-
po"sabilidad que requiere, como se señaló. la violación de una
esfera jurídica ajena, es decir la lesión antijurídica .de un
interés que el ordenamiento reconoce Y protege directa-
mente. Producida la ilicitud, la reacción del particular tien-
de naturalmente al restablecimiento del derecho lesionado,
l':ei1eralmente, a través del resarcimiento del daño (a la vez
;conómico y jurídico) causado por aquélla. Dicha reacció?
se: resuelve en una accián tendiente a afirmar la responsabi-
lidad de la Administración, consistiendo esta última en el

JI
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deber jurídico que incumbe a un sujeto de resarcir me-
diante el equivalente patrimonial el daño causado a otro
a través de ..la violación de su esfera. .

Es por todo ello que se puede construir una figura dis-
tinta tratándose de la compensación del sacrificio. En efec-
to, cuando el daño proviene del ejercicio de actividades ple-
namente legítimas de la Administración, en el sentido de
que las potestades se ajustan a lo que señalan las normas,
no se produce un daño jurídico sino únicamente económico.
Entra a jugar aquí lo que GARRIDOFALLAdenomina "teoría
de la indemnización en Derecho Público". Mientras que
ésta es una consecuencia de las exigencias institucionales de
nuestra rama jurídica y no encuentra correlato en el De-
recho privado, las categorías civilistas de la responsabilidad
tienen una aplicación paralela en la ciencia administrativa,
aunque con sus lógicas diferencias. Es también la opinión
de FORSTHOFF.

Nos recuerda el autor español que ni la legislación ni la
doctrina de su país se han preocupado nunca de deslindar
los conceptos de indemnización (sacrificio) y responsabili-
dad (resarcimiento), pese a la clarísima línea divisoria que .
separa ambas nociones. Tampoco lo ha hecho la doctrina
francesa. Sin embargo, HAURIOU, en 1927, intuyó genialmen-
te la cuestión puesto que al distinguir los distintos casos de
responsabilidad señaló que existía una responsabilidad poi'
enriquecimiento indebido, tratándose de daños causados
por el ejercicio normal de los derechos del Poder. Público.

En Italia, autores antiguos, ya habían planteado la cues-
tión de la separación, aunque manteniendo incorrectamente
la expresión responsabilidad cuando se referían, ..{t 'la actua-
ción legítima del Poder público (entre ellos SALÉMI). Más
cercanos a nosotros LUCIFREDI y ALESSI, sobre todo éste,
han construido dogmáticamente la distinción.

Los orígenes de esta teoría son remotos. Sus antecedentes
más antiguos hay que buscarlos en la doctrina alemana.
Nace en el Estado absoluto y a través de una larga evolu-
ción y elaboració~ llega hasta nuestros días. Al ejercicio del
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,rús eminens, en el Estado de Policía, se vincula la idea de
que hay que indemnizar cuando el soberano quiere disponer
de determinados derechos que los ciudadanos no habían
aportado, de acuerdo a la concepción del contrato social,
a la comunidad. El deber de indemnizar se fundamenta, en
un principio, en la teoría de los derechos adquiridos iius
quaesittun}, invocándose también, a veces, la equidad, re-
curriéndose en ocasiones a ambas. En el siglo XVIII el [us
enúnellS es, reemplazado por el derecho policial, es decir por
el amplio "cuidado genérico de la seguridad y bienestar del
pueblo", que inspira dos disposiciones del derecho prusia-
no de significativo relieve, las que disponen que "los dere-
chos particulares y las ventajas de los miembros del Estado
tienen que posponerse a los derechos y deberes necesarios
al fomento del bien común, cuando entre ellos existe una
contradicción (colisión) real" y que "sin embargo, el Estado,
queda obligado a indemnizar a aquellos cuyos derechos

, particulares y ventajas se ha visto precisado a sacrificar al
. bien de la comunidad", rcrpectivamente. Con posterioridad

la teoría alemana se basa en la disposición constitucional
que garantiza la propiedad privada que prohibe la expro-
piación sin indemnización, Se formuló así alrededor de ella
una teoría general por los doctrinarios de la Constitución
weimariana, quienes extendieron el concepto de expropia-
ción a todo perjuicio causado al patrimonio de los particu-
lares por la ley o un acto administrativo que, en beneficio
de la generalidad, impusiera gravámenes especiales a deter-
minadas personas o a un conjunto de individuos relativa-
mente limitado, .

La figura de la indemnizacion se distingue netamente' de
la' del resarcimiento, La primera comprende la compensa-
ción que se acuerda, con reintegro del daño económico oca-
sionado, a un particular,' por el ejercicio de una actividad
legítima del Estado, constituyendo el objeto de una relación
obligacional cuya causa es muy distinta a la del resarci-
miento, porque consiste en el deber de reconstituir a favor
del sujeto alcanzado por el acto traslativo del derecho, el

eCJ.uilibrio patrimonial turbado en vista de un fin de ínte-
résgéneral: la segunda, en cambio, la compensación como
reintegro del daño causado por una actividad ilícita de ia
Administración; es decir, que el hecho ilícito constituye el
presupuesto de una relación cuya causa consiste en el re-
~arcimiento del (~ai1"l/lus iniuria dat um y debe ser siempre
Igualado a la entidad del daño sufrido.

Mientras que el resarcimiento del daño debe tender en
lo posible, a la reposición del interés lesionado a su estado
anterior, limitándose al equivalente económico en los casos
e~ que tal reposición no sea posible (ar t. 1083, Código Ci-
vil), operando como sanción, por el comportamiento anti-
juríd,ico e ilícito, la indemnización, por el ·contrario, por 'su
propia, naturaleza, no puede consistir en otra cosa que en
el equivalente económico de la lesión sin que sea admisible
pensar en sanción alguna porque ella no se origina en un
comportamiento ilegal.

El deber de resarcir el daño causado, como efecto de la
responsabilidad, comprende dos sanciones distintas sezúri
puede deducirse de lo anteriormente expuesto, consideran.
dose al resarcimiento, por eso, contrariamente a la indem-
nización, como un concepto complejo. Las sanciones son,
de un lado, la restitución en forma específica, con remoción
del estado de cosas creado por el hecho dañoso y, de otro,
lo que Se denomina resarcimienm verdadero y propio en
forma de reparacián económica y pecuniaria, es decir en
dinero. En derecho privado se aplica al primero, excepto si
fuera imposible, en cuyo caso se resuelve en dinero (art.
1083, Código Civil).

En derecho público no parece admisible una restitución
en forma específica, por lo menos en la generalidad de los
casos, en h~menaje al principio de la división de poderes.
porque mediante la orden de realizar o no determinados ac-
tos u operaciones el juez ordinario invadiría la esfera re-
servada al Poder Ejecutivo ejerciendo él mismo un poder
de administración. .1

La distinta naturaleza de ambas se refleja indudablemen-
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~
te en la medida de una y otra institución, siendo más obje-
tiva y restringida en la indemnización.

Por mandato expreso de la ley civil (art. 1069), el resarci-
miento derivado del hecho ilícito comprende tanto el daño
emergente (perjuicio efectivamente sufrido) como el lucro
cesante (ganancia de que fue privado el damnificado) , sin
perjuicio de la valoraciánéquitativa por parte del juez para
atenuarla teniendo en cuenta la situación patrimonial del
deudor, que no será aplicable si el daño fuere imputable a
dolo del responsable, extendiéndose a los daños inmediatos
y directos (art. 520, Código Civil) y a las consecuencias me-
diaias cuando hubiere rnal icia (art , 521, Código Civil. y al
daño moral, también llamado daño no patrimonial (art.
1078).

Jurisprudencialmente se admite la depreciación monetaria
con sus intereses.

La medida de la indemnización es disciplinada expresa
y detalladamente por la ley para la principal modalidad
del sacrificio, es decir; para la expropiación. La legislación,
que en general es coincidente, salvo algunas variantes, de-
termina la impersonalidad y objetividad de la misma. Como
prende el valor objetivo del bien y los daños que fueron una
consecuencia directa e inmediata de la expropiación, valor
objetivo que debe estimarse, tratándose de inmuebles, por el
que hubiera tenido si la obra no se hubiese ejecutado ni
aun autorizado. Quedan excluidos el lucro cesante; los valo-
res afectivos o sentimentales, las ganancias hipotéticas o
[uturas; las mejoras posteriores a la declaración de interés
general. salvo las necesarias para la co~servación del bien;
el valor histórica y el panorámico (en los inmuebles). No
obstante recientes leyes, entre ellas las 21.499 incluyen estos
rubros.

En cuanto a la depreciación monetaria, con sus intereses,
es admitida jurisprudencialrnente, a partir del caso Nicchi
c/ProvÚlcia de Santa Fe, resuelto por la Corte Suprema de
Justicia de la Nación en 1967, para aquellos ordenamien-
tos que no la consagran de modo expreso.

Se ha hecho notar que la limitacián de la extensión de la
indemnización además del fundamenta positiva consagrado
por el ordenamiento, tiene uno teórico, racional y ético, in-
tegrado por el principia de equidad y de justicia, distribu-
tiva en virtud del cual la carga necesaria para la satisfacción
de un interés colectivo no debe recaer exclusivamente sobre
un individuo, sino que debe distribuirse equitativamente
sobre toda la colectividad. Admitiéndose esto, es evidente
que el deber de indemnizar por parte de la Administración
Pública a la persona cuyo derecho haya sido sacrificado en .'
beneficio de la colectividad, no podrá extenderse a todo el
perjuicio sufrido por aquélla, sino hasta donde alcance el
beneficio efectivo reportado a la colectividad, o sea, basta
donde alcance el valor objetivo y actual del bie'n objeto del
derecho sacrificado.

Lo dicho parece que basta para fundar una teoría general
de la indemnización y creemos que el derecho santafesino
vigente 'posibilita dicha construcción teórica sin esfuerzo
alguno, teoría que se puede extender incluso a los sacrificios
especiales (impuestos a los derechos patrimoniales de los
particulares) autorizados por leyes que' no prevén la indem-
nización por el daño económico, pese a la frustración' del
intento legislativo recordado al comienzo.

Estimamos que las disposiciones constitucionales de los
artículos 9, 6~ parte ("cuando prospera el recurso de revi-
sión por verificarse la inocencia del condenado, la Provincia
indemniza los daños que se le hubiere causado") y 15, 2~
parte ("el Estado puede expropiar biei;es, previa indemni-
zación, por motivos de interés general calificado por ley") y
las leyes reglamentarias de las citadas normas fundamenta-
les, Nos. 7534 -expropiación- y 7685 -reparc¡.ción econó-
mica a las víctimas de errores judiciales y penales=-. cóncut
rren a hacer viable aquélla posibilidad, sin perjuicio de otras
leyes especiales que pueden existir al respecto.

El fundamento teórico del que se ha hecho mencron,
vinculado, en ciertos casos especiales, con el principio que
condena los desplazamientos patrimoniales que se traduz-
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can en un enriquecimiento injusto para un sujeto en bene-
ficio de otro, más el fundamento positivo del art. 15, 2~par-
te, de la Constitución que, por su mayor valor formal, pre-
valece sobre las normas especiales concretas que establecen
la indemnización en casos determinados y de [as que podría --
deducirse un principio general del Derecho aplicable en
losc3~oó en que falta el precepto expreso o de cuya aplica-
ción analógica podría obtenerse la disciplina para dichos
casos, constituyen para la doctrina moderna las bases para
afirmar la solución positiva de los sacrificios dispuestos per
leyes que no-prevén expresamente la indemnización, en fran-
ca reacción con las tesis negativas del pasado.
- Según una corriente autorizada, dentro - de la doctrina
afir~ativa, el art. 15, 2~ parte, ya mencionado, debe tener
un alca nce más amplio que el que se desprende de su literall-
dad. En efecto, puede considerarse que cuando utiliza el
término "propiedad" no se limita a aludir a los derechos
reales simplemente, sino que, en verdad, se refiere a los de-
rechos oatr imoniales del individuo en general. tal como lo
ha ente'ndiclo la Corte Suprema de Justicia de la Nación,
desde antiguo, cuando al definir lo que se entiende por pro- --
piedad, en-sentido constitucional, ha dicho que está consti-
tuida por todos los intereses apreciables que el hombre pue-
de poseer fuera de sí mismo, de su vida y de su libertad.

De la norma constitucional transcripta surge, en conc~r-
dancia con el enunciado de la invielabilidad de la propie-
dad, un principio general que regula fundamentalme:1te la
materia de los sacrificios de los derechos subjetivos pnvados
por parte del Estado por razones de interés general: el pr~n-
cipio de la intangibilidad del patrimonio. Empero, est~ m-
tanaibrlidad es relativa, en el sentido de que 'sobre la misma
deb-e prevalecer el interés general; de todos. m.odos. dicha
prioridad, en homenaje a la intangibilidad patrimonial. .~o
puede exteriorizarse pura y simplemente en l~. supresion
de un derecho patrimonial, sino en la converszan de este
derecho a la indemnizacián ..

En consecuencia, si todos los sacrificios de los derechos
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privados, producidos por el Estado en el ejercicio de .una
actividad legítima deben compensarse mediante una indem-
nización, según el principio constitucional de la intangibili-
dad del patrimonio, se puede establecer el principio funda-
mental por el cual el derecho sacrificado debe convertirse
en el derecho al equivalente económico. Es decir, el sacri-
ficio se transjcrma en la conversion el! e] equivalente eco-
nómico de los derechos sacrificados.

Forma y contenidos diversos puede asumir el sacrificio
de los derechos subjetivos patrimoniales. Existen formas
ele sacrificio total, como ocurre con la expropiación [orzosa,
las requisiciones en propiedad, civiles o militares y la des-
truccián del bien objeto del derecho (entre otros, la des-
trucción de vides atacadas por filoxera -(ley N9 2384 de
1888-, el sacrificio de animales atacados por la peste bo-
vina, po/cilla u otras enfermedades contagiosas -I-=y N? 3959
de 1900- de policía sanitaria contra enfermedades conta-
giosas; etc.) y parcial, es decir limitado ya sea en su dura-
ción, como las distintas formas de ocupación temporal y las
requisiciones de uso; ya en su extensión, como la imposición
de algunas servidumbres -de electroducto, ley N9 19.552-
Y en ~eneral los daños de~ivados para un bien material de
propiedad particular del ejercicio de una actividad le-
gítima de la Administración pública (conservación y cons-
trucción de obras públicas, prestación de servicios públi-
cos, operaciones bélicas, etc.).

La legitimación del sacrificio puede darse a través de una
norma legal, que lo contemple expresamente de modo di-
recto, como en los casos de expropiación y de la destrucción
de animales y plantas, o indirecto, en cuanto aquélla autorice
una actividad por la que se causan daños imprevistos para
los individuos. Podemos afirmar que esta et la regla gene-
ral; excepcionalmente, la legitimación puede provenir de la
absoluta necesidad pública y de la urgencia. .

En el marco de los derechos sacrificados se integran, se-
gún algunos, las llamadas apropiaciones [orzosas, permanen-
tes o temporales, de bienes muebles o inmuebles, de propie-
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dad privada, por parte de los entes públicos con fundamento
en un poder' de apropiación concedido legalmente. Dichas
apropiaciones originan las figuras de la expropiación, la re-
quisicián y la ocupación. temporal.

Controvertido problema es el que se refiere a su sistema-
tización jurídica.

En efecto, mientras la corriente doctrinaria rnavoritaria
ubica a estas instituciones entre las limitaciones de la pro-
piedad, otro sector estima que su lugar adecuado es el de
las prestaciones obligatorias en especie.

Finalmente. aquellos que piensan que las instituciones de
las que se habla constituyen las formas principales de sacri-
ficios, encuentran que es lógico situarlas en, el capítulo que
concierne a los sacrificios de los derechos.

La doctrina argentina más importante, tanto constitucio-
nal como administrativa (BER<:;AlTZ, BIDART CA1-.WOS,BIELSA,

FWRINI, GORDILLO, M<\RIENHOFF, VILLEGAS 'BASAVILBASO) con-
sidera a la expropiación como una de las especies de las li-
mitaciones administrativas impuestas a la propiedad priva-
da, con dos únicas excepciones que la ubican entre las pres-
taciones obligatorias in natura (DIEZ) y entre los sacrificios
(OYHANARTE).

En este sentido, las limitaciones constituyen el género que
abarca las "restricciones" o "meras restricciones", las dis-
tintas formas de la ocupación temporal, las servidumbres; la
expropiación, las requisiciones civiles y militares y el deco-
miso, en una gradación que, yendo del mínimo al máximo
de la limitación, comprende a las distintas figuras que pri-
van a la propiedad privada de sus caracteres clásicos de
absoluta, exclusiva y perpetua. atributos por otra parte muy
relativos según la opinión de BIELSA, y sobre los cuales inci-
den las restricciones, en el caso del primero; las servidum-
bres, las requisiciones de uso y la ocupación temporal, en el
segundo; 'las requisiciones en propiedad, la expropiación y
el decomiso. en el tercero.

Esta concepción precisó en su momento de aclaraciones ..

LA EXPROPIACIÓN EN SANTA FE

Advirtió, por eso, ZA~OBlNI, que los institutos expropiatorics
. no tienen ninguna relación con el contenido del derecho de
propiedad, diversamente a lo que ocurre con las limitaciones
en sentido estricto; es decir, las restricciones de nuestra doc-
trina, sino que representan más bien una limitación a su

.consistencia, a su posibilidad de continuar existiendo en el
mismo propietario.

Añadió, que no se trata de una diferencia de grado, sino
de una diferencia de dirección: mientras las limitaciones
comunes substraen al propietario algunas de las facultades
que la ley, abstractarnente, puede reconocerle, la expropia-
ción inviste al derecho del propietario de su 'unidad y tota-
lidad y por eso en su existencia. La limitación de que se tra-
ta no surge cuando la expropiación se verifica, porque en
este momento la propiedad deja de existir: la limitación
surge con la propiedad misma y la acompaña durante: todo
el tiempo de su existencia respecto del particular. Tal limi-
tación consiste, por eso, en el peligro a que la propiedad
está expuesta a ser, en cualquier tiempo, objeto de una even-
tuaJ_ expropiación ... Bajo este aspecto se puede considerar
exacta la ubicación de la expropiación y de los institutos
afines en la categoría de las limitaciones. La naturaleza pro-
fundamente distinta de esta limitación en relación a las de-
más relativas al contenido de la propiedad justifica, desde
el punto de vista teórico, la autonomía de su tratamiento.

En España, tanto G.-illCíA-TREVIJANO Fas como GARRIDO

FALLA, diferencian la limitación de la expropiación; aquél,
al estudiar la Teoría General de las Limitaciones; éste, en el
Régimen administrativo de la propiedad privada, entendien-
do que la naturaleza jurídica de la expropiación no puede ser
explicada mediante la idea de limitación; su correcta ubi-
cación se encuentra en el ámbito de las prestaciones obliga-
torias in natura de los particulares a la Administración, den-
tro de las cuales incluye, además, las requisas' c'iviles y mili-
tares, las ocupaciones temporales y las transferencias coac-
tivas de bienes fungibles.

El profesor FORSTEOFF, por su parte, nos dice que las in-
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tervenciories en la esfera patrimonial que no constituyen
expropiación y sólo tienen como objeto limitaciones d~ la
propiedad, no encajan en la norm~ protectora. ~el par~lcu-
"Iarcontenida en el artículo 14 de la Ley Fundamental de la
República Federal de Alemania, al referirse a la indemniza-
ción por intervenciones conforme a Derecho.

En Italia, ROMANO, FRAGOLA,LUCIFREDI Y ALESSI, en el
derecho público administrativo, y BARBERO,en el derecho
privado, tampoco admiten la definición de la expropiación
como una limitación, incluyéndola en el terreno de los sa-

. orificios dentro de las prestaciones obligatorias en especie.
Puede decirse que la limitación es o representa, de alguna

manera, una compresión general y abstracta del ejercicio de
los derechos subjetivos por vía normativa. Las consecuencias
de la limitación pueden establecerse, de acuerdo a nuestro
réaimen constitucional, afirmando que son medidas norma-
tivas que comprimen, pero que no pueden suprimir o alte-
rar el ejercicio, no ya "Su propia naturaleza, de los derechos
y libertades individuales.

En nuestro ordenamiento las limitaciones .de los derechos
pueden clasificarse en normales y anormales. Estas se dis-
t inzuen en autorizadas (estado de sitio ) y prohibidas (Iacul-
tad~s extraordinarias, suma del poder público). Las primeras
comprenden las const it ucionales genéricas (derechos de ter-
ceros, orden y moral pública) y específicas (trabajar y ejer-
cer toda industria lícita, asociarse con fines útiles), y las
legales. Estas surgen cuando se concede la potestad de re-
glamentar el ejercicio de los derechos mediante ley, aunque
sin alterar, sezún se desprende de los artículos 14, 19 Y 28
de la Constit~ción Nacional que consagran el principio y
el límite respectivo. De la inalterabilidad derivase el princi-
pio de la ra;onabilidad de todos los actos estata!:s.

Esta potestad constitucional de reglamentacíón ge~e:a,:
de los derechos constituye el tradicional "poder de policía
y encuentra su aplicación concreta a través, segú~. G~RRIDO
FALLA <le la "actividad administrativa de coacción , me-
diante la actuación de la policía administrativa, en cuyo
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campo entran los derechos de libertad y propiedad de los
particulares.

Para entender los límites y su naturaleza, especialmente
del derecho de propiedad, tenemos que partir, según BARBE-
RO, de la idea de éste concebido como poder con tendencia
a expresarse en una disponibilidad absoluta e ilimitada del
propietario sobre la cosa propia, poder, por tanto, sin con-
fines, y necesariamente en lucha continua con el idéntico
poder de otro propietario. Claro está que un estado de cosas
semejante cedería en daño de todos, puesto que si muchos
tienen que convivir en un espacio finito, cada cual solamen-
te es libre a condición de que a todos se les asigne un ámbito
determinado; ámbito que expresa una determinación de
confines .. Por consiguiente, un límite. Entra a jugar aquí to-
da la función del derecho. Por lo tanto, en la propiedad, el
poder de cada cual, que tendería a desplegarse fuera de todo
confín, queda reducido por el derecho dentro de determi-
nados confines, a fin de que puedan coexistir, con provecho
para todos, las diversas propiedades. Esos confines son los
límites legales-del' derecho de propiedad, puesto 'que cir-'
cunscríben a un determinado ámbito de poder su esquema
típico; por consiguiente normales y constantes.

Entendidos así los límites no representan una carga para
los propietarios singulares, sino el punto de equilibrio para
una ventajosa coexistencia de sus propiedades, y en un ám-
bito más vasto, de la convivencia social.

Esta idea del límite de los derechos subjetivos, tal cual lo
hace notar ZANOBINI,surge del mismo concepto de aquéllos,
pues todo lo que está jurídicamente garantido' está también
jurídicamente limitado. De este modo resulta indudable que
los límites definen el derecho subjetivo mismo, es decir, [iian
o determinan sus imprescindibles confines al circunscribirlo
(/1 un ámbito precisamente determinado. Dicha concreción
hace posible el desarrollo armónico de la actividad por parte
de todos y cada uno de los individuos, necesaria entonces
para lograr la' pacífica y armónica convivencia social y así-
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menos todos los bienes que se encuentran en una determinada
situación o condición abstractamente definidas por la ley

. (por I!jemp19,!oc!os)os inmuebles colindantes con una vía
férrea) independientemente de la titularidad concreta de
cada derecho. .

Por último, un argumento más que merece ser tenido en
cuenta. En efecto, no es casual que los textos constituciona-
les, sin excepción, consideren las limitaciones y los sacrifi-
cios .separadamente, ya en artículos distintos, ya en partes
diversas de éstos.

Así observamos en la Constitución Nacional, que mientras
el poder general de reglamentación del ejercicio de los dere-
chos de libertad (poder de policía), entre ellos' el de usar y
disponer de la propiedad, está previsto por el artículo 14,
el cual. juntamente con el artículo 19, consagra el principio
de reserva de la ley, encontrando su valla en el artículo 28,
como ya se señaló oportunamente, la zarantfa esencial del
derecho de propiedad y su excepción más importante, la ex-
propiación, figuran en el artículo lí.

Creemos firmemente que la distinta ubicación tiene su
razón de ser. Por eso estimamos que en el estudio de los'
institutos aludidos sería provechoso valerse también de lo
que aquí apenas se deja esbozado.

mismo la composición de los distintos intereses que se con-
traponen en el seno de una determinada sociedad.

_..__~¡,::p.!-l.e~.t()~a.s.!Jo.s.princi p,~Jes.argumentos, corresponde que
veamos los criterios diferenciadores que la doctrina encuen-
tra entre expropiación, considerada como sacrificio, y limi-
tación del derecho de propiedad.

Por de pronto algunos (Atsssr) estiman que situar la ex-
propiación entre las limitaciones presupone un concepto
amplísimo e impreciso de limitación, capaz de poder com-
prender los verdaderos y propios sacrificios de derechos,
como lo son sin duda tales instituciones. Una vez efectuada
la distinción entre los conceptos de limitación (que deriva
en abstracto de la ley) y de sacrificio de derechos (lesión
concreta de derechos determinados, que deriva de actos ad-
ministrativos) es lógico encuadrarlos dentro de los sacrifi-
cios de derechos. Otros (BARBERO) afirman que sería absur-
do hablar de la expropiación como un límite legal, ya que no
la define, sino que la quita, inmolando el derecho privado
en aras del interés' público.

Es evidente qü~'-ra':rlmitáció-ii-'abarca el derecho en abs-
tracto, y por consiguiente, lo considera sin preocuparse de
cada uno de los bienes objeto de los derechos concretos. Por
el contrario, el sacrificio verdadero y propio =-exprople-
ción-- por el cual se impone la indemnización, afecta al
derecho sólo indirectamente y de reflejo, ya que está diri-
gido a incidir sobre bienes concretos objeto del derecho,
bienes concretos, por otra parte, situados en la esfera jurí-
dica de un individuo. En una palabra, la limitación es para
todos normal y constante, y como no hay daño por ser de-
finición del derecho, lógicamente no corresponde la indem-
nización; el sacrificio es contingente para uno solo, por esto
es pertinente aquélla.

Por lo demás, las limitaciones no afectan al derecho de
propiedad en general. 'sino únicamente al derecho de pro-
piedad considerado con relación a determinadas clases de bie-
nes. Las limitaciones, para ser verdaderamente tales, deben
abarcar abstractamente toda una clase de bienes, o cuando

Pasamos seguidamente a la explicación de l.~ aspectos más
salientes de la legislación provincial santafesina.

De entrada se advierte que, en su redacción, se ha servido
largamente del "sistema", en su concepción más moderna,
con precisión de conceptos y economía de medios expresi-
vos fácilmente comprobables revelando un trabajo cíentí-
fíco actualizado y cuidadoso.

Sus setenta' artículos han sido agrupados en diez títulos,

3. - La ley 7534
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